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Señores

Tribunal Superior - Sala Civil

Mag. Dra. GUIOMAR PORRAS DEL VECCCHIO
Barranquilla

Código: 08-001- 31 – 03 – 001 – 2015 – 00385 – 02
Radicado interno: 42562
Asunto: RECURSO DE SUPLICA CONTRA  AUTO DE 11/09/2020
ALVARO SANCHEZ ARDILA, mayor de edad, identificado profesionalmente con la tarjeta No 97.947 del C. S. de la J y cedula de ciudadanía No 13.640.762 de San Vicente de Chucurí, Sder, apoderado principal de los señores ALIRIO GUARIN DIAZ y LUCRECIA LOZADA DE GUARIN, con inmenso respeto, por el presente ante usted honorable Magistrada, interpongo RECURSO DE SUPLICA en contra del auto calendado 11/09/2020, en que se mantiene la decisión nugatoria respecto a la concesión del recurso de casación a la parte demandada, recurso instituido en el art. 331 del C.G.P., lo que soporto en los siguientes términos:

Consciente de que por el quantum individual del agravio patrimonial causado con la sentencia de segunda instancia a mis asistidos no podría acceder al recurso de casación como se ha venido reiterando, pero atendiendo que la oportunidad de los mismos deriva de la posibilidad de acceso de la parte demandada como se desprende de la decisión que ahora nos ocupa, mi acceso depende de la suerte de la parte demandada principal, es decir, dependemos de, si se le concede o no el recurso extraordinario al demandado JOSE RAFAEL VIDAL CARRILLO, quien a través de su apoderado lo interpuso de manera oportuna, ello en términos del art. 338 inciso 2º; sean entonces estas las razones que me obligan a propender porque les sea concedido el tan mencionado recurso, sin que ello sea indicativo de que me involucre en defensa de personas de las que ningún poder ostento.
Al solicitar la aclaración al auto adiado 18 de agosto de 2020 y que se direccionó como recurso de reposición, de manera clara expreso como dentro del instructivo se encuentran unos avalúos comerciales presentados por la parte demandante, que la suma de dichos avalúos es de ochocientos sesenta y siete millones setecientos mil pesos  ($867.700.000) monto que data de agosto 28 de 2014 y sin contar con la debida actualización, referencia que plasmé entonces por considerar que de dichos avalúos debiera partirse para el análisis de la cuantía exigida para acceder en casación a la parte demandada.

Honorable magistrada, al resolver el recurso de reposición, auto 11/09/2020, se expresa respecto a los avalúos lo siguiente:

“De otro lado, se reitera que esos avalúos comerciales fueron aportados por la parte demandante en aras de probar la simulación instituida como pretensión principal de la demanda, y que no constituían una verdad absoluta, ni una prueba contundente respecto del precio de los bienes, quedando a criterio del juzgador, cuál de los elementos de juicio obrantes en el informativo resultaba más idóneo para deteminar a cuanto ascendía la resolución desfavorable de cada uno de los casacionistas, en la medida en que revelaba el real egreso patrimonial.”

Son los anteriores argumentos los tenidos en cuenta para desestimar como valor de partida de la cuantificación de la resolución desfavorable como requisito exigido para conceder el recurso extraordinario interpuesto; consideraciones que no puedo compartir a pesar del respeto inmenso que siempre procuro por los operadores judiciales y sus decisiones, habida cuenta que parece desconocerse el principio de comunidad de la prueba, la legalidad de la aducción al proceso y la carencia de objeción real y efectiva contra la misma, siendo acertado concluir que con independencia de los objetivos de la parte que la aduce, luego de haber sido presentada y publicitada, la misma pertenece a la generalidad de las partes y que esta clase de medios de prueba cuentan con mecanismos legales especiales para ser cuestionadas, ello debido a que provienen de una persona experta y con conocimientos en la materia respecto a la que realiza el experticio, por ello no veo que se le imprima esa condición de no constituir una verdad absoluta, sin llegarse a demostrar que los mismos adolecen de un error grave a través de la objeción y tramite instituido para ello.

Respecto a la comunidad de la prueba encontramos doctrina o estudios como:

“1.7.10. COMUNIDAD DE LA PRUEBA Algunos autores denominan este principio de la adquisición o de la no disponibilidad o irrenunciabilidad de la prueba, para significar que la prueba no tiene dueño, no pertenece a quien la pide o la aporta, sino que pertenece al proceso y satisface un interés público. Quien solicita o aporta la prueba no puede pretender que sólo a él beneficie. Presentada la prueba por las partes, terceros o decretada de oficio, la adquiere el proceso, existe comunidad sobre ella, quedando excluida cualquier posibilidad de libre retiro, desistimiento o disponibilidad de la prueba en razón a su contenido o de su resultado. En aplicación de este principio no se puede desistir de las pruebas practicadas (artículo 316 del CGP). Sí de las decretadas y no practicadas, pero entonces el juez podrá decretarlas de oficio si las considera necesarias. Una excepción se encuentra en el inciso final del artículo 270 del CGP que dispone la terminación del trámite de tacha de falsedad “cuando quien aportó el documento desista de invocarlo como prueba” “ (CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA SALA ADMINISTRATIVA ESCUELA RODRIGO LARA BONILLA)

Si bien es cierto que los avalúos fueron aducidos para demostrar una de las pretensiones especiales de la demanda, no es menos cierto, reitero, que los mismos no fueron objetados, ello a pesar de que la parte demandada siempre sostuvo que los mismos  habían sido practicados teniendo en cuenta el valor comercial de una época diferente a la de las donaciones, pero ello por sí solo no le resta valor probatorio en cuanto al precio comercial de los inmuebles calculado para el 28 de agosto de 2.014, máxime cuando los mismos no fueron objetados en debida forma por ninguna de las partes debo reiterarlo. 
Ahora bien, no es entendible que existiendo pluralidad de pruebas dentro del instructivo, entre ellos los avalúos comerciales legalmente aducidos, prueba esta que incluso es pertinente aportarla con la interposición del recurso de casación en apego al art. 339  del C.G.P. sin duda como garantía al derecho de defensa y acceso a la administración de justicia, en la decisión ahora objeto de súplica no se le haya dedicado una valoración en tal sentido a dichos dictámenes periciales, pues solo indicándose que no constituían una verdad absoluta.
Es cierto y lo sigo sosteniendo, por más que actualice el precio del inmueble de matrícula inmobiliaria No 040 – 328455 por el que convocaron a mis asistidos al proceso no alcanzaría por si solo el monto requerido, pero respecto a los demandados principales si concierne la sumatoria de los precios de los dos inmuebles y de la suerte de ellos (Demandados principales) depende la de mis representados para acceder a la casación.

Honorable Magistrada, son estas las razones por las que como el recurso lo indica, suplico que las afecciones causadas a la parte principal demandada, se ponderen teniendo como soporte unas pruebas legalmente allegadas al proceso, que militan el  mismo y que nunca fueron objetadas por error alguno, prueba pericial – avalúos comerciales. 
Nota: Desde la interposición del recurso de casación he venido solicitando copias de audios de las audiencias de febrero 04 y marzo 06 de 2020, audio – video de la sala correspondiente al tiempo en que trascurrió la audiencia de febrero 04 de 2020, copias del proceso, por razón del aislamiento no fue posible requerirlos  presencialmente, razón ésta por lo que en memorial radicado electrónicamente solicite se me diera acceso a los link a través de los cuales pueda acceder a los audios y hasta este momento no se me ha concedido el acceso a los mismos, por las razones expuestas ruego se me brinde acceso a los link correspondientes a través de mi correo electrónico asanardi@gmail.com          
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